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ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL  DE 
MICHOACÁN POR EL QUE SE DA RESPUESTA A LA PETICIÓN DE LA 
COMUNIDAD INDÍGENA DE CHERÁN PARA CELEBRAR ELECCION ES BAJO SUS 
USOS Y COSTUMBRES. 
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
 
PRIMERO.  El día 17 diecisiete de mayo del año 2011 dos mil once, tuvo lugar la sesión 
de declaración de inicio de la etapa preparatoria de la elección, para elecciones 
ordinarias de Gobernador, diputados y ayuntamientos, formalizándose así por el 
Consejo General, el inicio del proceso electoral local 2011. 
 
SEGUNDO. Que el 6 seis de junio de 2011 dos mil once, se presentó en la Presidencia 
del Instituto Electoral de Michoacán un escrito conteniendo las leyendas “COMUNIDAD 
ÍNDIGENA DE SAN FRANCISCO DE CHERÁN. POR LA DEFENSA DE NUESTROS 
BOSQUES. POR LA SEGURIDAD DE NUESTROS COMUNEROS”, sin encontrarse 
rubricado e iba dirigido, entre otras autoridades a este órgano electoral, en donde se 
hace del conocimiento de los problemas que se enfrentan en San Francisco de Cherán. 
En la asamblea general de 01 uno de junio del presente año, se acordó no participar ni 
permitir el proceso electoral en el municipio, en tanto sus habitantes no gocen de las 
garantías que les otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 
Constitución Política del Estado de Michoacán de Ocampo. 
 
TERCERO. Que derivado de ello, se convocó a los integrantes de la Coordinación 
General del Movimiento de Lucha de la Comunidad Indígena de San Francisco, Cherán, 
Michoacán; a diversas reuniones en donde se informó de la problemática que aquejaba 
a la Comunidad Indígena de San Francisco de Cherán, cabecera del mismo municipio y 
de la preocupación que ellos tenían en relación con la celebración de los comicios en 
ese lugar y la idea que expresaron en el sentido de que en tanto no se cumplieran sus 
demandas que se han hecho ante otras autoridades, no se participará en el proceso 
electoral del municipio. 
 
CUARTO. Que el 24 veinticuatro de junio de 2011 dos mil once, la Presidenta del 
Instituto Electoral de Michoacán, les envió un oficio a los Integrantes de la Coordinación 
General del Movimiento de Lucha de la Comunidad Indígena de San Francisco, Cherán, 
Michoacán, en donde se les solicitó que dieran las facilidades para la instalación del 
Comité Municipal Electoral de aquel lugar. Lo cual les fue notificado en esa misma 
fecha. 
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QUINTO. Que en las fechas subsecuentes se sostuvieron diversas reuniones con los 
integrantes de la Coordinación General del Movimiento de Lucha de la Comunidad 
Indígena de San Francisco, Cherán, Michoacán y, dentro de ellas se acordó estudiar 
jurídicamente la problemática que se vivía en la  comunidad de Cherán, en relación a su 
petición, de nombrar al modo de sus usos y costumbres a la autoridad de la comunidad, 
de la cabecera municipal. 
 
SEXTO. Que para atender ese compromiso se pidió una opinión jurídica a la Facultad 
de Derecho de la Universidad Michoacán de San Nicolás de Hidalgo, en donde se 
encomendó dicha tarea al maestro Orlando Aragón Andrade, quien se desempeña 
como profesor de aquella Institución y, que en su currículum cuenta con una licenciatura 
en derecho por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la UMSNH, maestro en 
Historia de México por el Instituto de Investigaciones Históricas de la UMSNH y ha 
concluido el programa de doctorado en Antropología, en las líneas de investigación de 
antropología política y jurídica en la Universidad Autónoma Metropolitana – División 
Iztapalapa. 
 
Que de igual manera, se solicitó la opinión del maestro Gonzalo Farrera Bravo, quien es 
catedrático e investigador de la Escuela Libre de Derecho y del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Área de Derecho Electoral. 
 
SÉPTIMO. Que en la opinión del maestro Orlando Aragón Andrade, después de hacer 
un análisis del marco jurídico internacional, nacional y local, explicando el alcance del 
derecho de la libre determinación de los pueblos; enseguida, hizo la revisión de cómo la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha tratado el tema de los derechos de 
participación política de los pueblos indígenas y, en un tercer apartado hace un estudio 
de la continuidad de los “usos y costumbres políticos” de la comunidad purépecha de 
Cherán.  
 
Que dentro de las conclusiones a las que arriba el investigador en cita, encontramos que en 
su criterio: 
 
“… 1. La demanda de la comunidad indígena de Cherán sobre la necesidad de llevar a 
cabo la elección mediante “usos y costumbres” no está fuera del derecho; por el 
contrario está en consonancia con lo dispuesto por la norma constitucional, 
particularmente con el artículo 2°.  
2. Las normas internacionales de derechos humanos, que según lo dispuesto por el 
artículo 1° constitucional son la ley suprema en el  Estado mexicano, respaldan y 
amplían el derecho que tienen los pueblos y comunidades indígenas a elegir sus 
representantes y autoridades mediante procedimientos propios (“usos y costumbres”); 
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pero no sólo eso, también garantizan el ámbito sustancial de la organización social, es 
decir, el respeto a sus instituciones políticas y jurídicas.  
3. El criterio que han seguido las instancias de justicia internacional en materia de 
derechos humanos, como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sido en el 
sentido de que los Estados miembros del sistema interamericano tienen la obligación de 
garantizar, a través de diferentes medidas como la reforma de sus leyes, formas de 
participación política a los pueblos y comunidades indígenas que respeten sus prácticas 
culturales y sus formas de organización política.  
4. Las limitantes a este derecho político de los pueblos indígenas sólo pueden 
encontrarse al nivel de los derechos fundamentales y de los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, y no por una ley secundaria como el código electoral 
del Estado de Michoacán.  
5. La comunidad indígena de Cherán cuenta con “usos y costumbres” para prácticas y 
organización política que han ido adaptándose según las necesidades de la comunidad 
y de sus interacciones con el Estado. No obstante lo anterior, también existe una clara 
línea de continuidad histórica en las formas de organización que hoy funcionan en la 
comunidad…” 
 
Y, se recomienda que: 
“…1. La demanda de la comunidad indígena de Cherán debe ser atendida en sentido 
positivo por el Instituto Electoral de Michoacán.  
2. Se debe realizar un estudio antropológico más profundo que permita facilitar la 
creación de un procedimiento que pueda articular las prácticas y formas de 
organización política de la comunidad indígena de Cherán con la normatividad estatal 
de los procedimientos políticos-electorales. Sin embargo, y por encima de lo anterior se 
debe instalar una mesa de consulta con las autoridades representativas de la 
comunidad de Cherán para que, de acuerdo al derecho a la consulta que las 
comunidades y pueblos indígenas tienen garantizados a nivel nacional e internacional, 
puedan construir consensadamente con el Estado el procedimiento que consideren que 
mejor se adecua a sus formas de organización social.  
3. El Instituto Electoral de Michoacán en el ámbito de sus atribuciones debe de 
promover las modificaciones legislativas pertinentes para que en la normatividad 
electoral de la entidad se incluyan disposiciones que garanticen en adelante este 
derecho a los pueblos y comunidades indígenas de Michoacán…” 
 
OCTAVO. Que en la opinión del maestro Gonzalo Farrera Bravo, después de hacer un 
análisis del contexto político-social, hizo una serie de consideraciones generales y 
referencia histórica; abordó las incompatibilidades de la representación política clásica 
con los derechos de los pueblos indígenas; estudió el problema de las cuotas 
electorales y la naturaleza jurídica de los organismos autónomos estatales; nos ilustra 
sobre las experiencias de derechos constitucional local en Oaxaca y San Luis Potosí; 
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muestra cuál es la perspectiva institucional con respecto al sistema político local y el 
sistema de partidos y señala lo relativo a la reforma constitucional local. 
 
Que sobre esos datos, el investigador en cita, concluyó que: 
“…PRIMERO. El Instituto Electoral de Michoacán, no puede convocar a elecciones en 
la modalidad de “usos y costumbres”, ya como lo argumentamos en el cuerpo de este 
trabajo corresponde a una modalidad de organización política paralela a la función del 
sistema de partidos, dicha función solo puede ser impuesta por la soberanía estatal, es 
decir Congreso Local del Estado de Michoacán. Es evidente la invasión de esferas de 
competencia, ya que no solo implica que una comunidad indígena como Cherán pueda 
usar esta forma de organización política, sino una decisión fundamental reservada en el 
cuerpo del texto constitucional michoacano.  
Se han emitido opiniones de expertos49 con sentido positivo a la posibilidad de 
implementar “usos y costumbres” en la comunidad de Cherán, pero lo que se olvida en 
particular es que en el Estado de Oaxaca hubo una reforma constitucional que data de 
1995, en donde se implementa la modalidad de organización política de “usos o 
costumbres o de derecho consuetudinario” como la Constitución Oaxaqueña hace 
mención, además de una clara separación de los partidos políticos en la vida de las 
comunidades que elijan la modalidad consuetudinaria. Dicha mención constitucional 
posibilita al organismo autónomo local de índole electoral actuar bajo los parámetros 
constitucionales de la localidad y de el marco legal electoral.  
49 Véase: http://www.lajornadamichoacan.com.mx/2011/08/31/index.php?section=opinion&article=002a1pol  

Otra perspectiva es la mención de los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos y los afines a nuestra materia, pero no se contempla que los tratados 
internacionales no (sic) pueden modificar la forma de gobierno de un Estado, en el caso 
particular de Michoacán, la visión institucional desde una perspectiva de micro a macro 
comparación nos ilustra que nos es posible cambiar el régimen interior del Estado de 
Michoacán, porque una comunidad sugiera la implementación de un nuevo modelo de 
organización política, es necesario que la soberanía estatal lo decida, consecuencia de 
la soberanía depositada para su ejercicio en el Congreso Local por la Ley Fundamental 
Michoacana. 
Otro aspecto que no se ha tomado en cuenta, es desde la perspectiva institucional, es 
que el sistema de partidos es un forma de organización política reconocida por la 
Constitución Federal, y emulada por la Constitución Local, como una institución con la 
finalidad de generar estabilidad política y de buscar la representación de las diversas 
expresiones sociales del Estado de Michoacán, la alteración o la formulación paralela 
de una nueva institución (usos y costumbres) implica una alteración significativa del 
ordenamiento constitucional local, que no debe tomarse a la ligera.  
La única vía para poder adecuar una nueva modalidad de organización política (usos y 
costumbres) es una REFORMA CONSTITUCIONAL que inserte en la Ley Fundamental 
Local, los instrumentos, el diseño y la garantía jurídica que tanto el pacto federal 
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consagrado en la Constitución Federal como el Pacto local consagrado en sus 
respectiva Constitución tengan no sufra una alteración que contravenga el sentido de 
los principios constitucionales, contenidos en la misma. Un ejemplo de mi argumento 
sería el respetar el principio de no reelección de las autoridades, contendido en las dos 
Constituciones, y que por lo tanto no podría ser impuesto o violado en una situación 
hipotética, si la autoridad electoral o las jurisdiccionales del ámbito federal o local, 
pudieran excederse de las facultades expresas que cada Constitución le ha otorgado.  
SEGUNDO. La única manera de garantizar un correcto funcionamiento de una 
institución política como la de usos y costumbres, implica la necesaria reglamentación y 
la implementación de un marco constitucional, que no solo sea base para la inmediata 
elección de próximo mes de noviembre de 2011, sino para la posteridad garantizando a 
las comunidades indígenas certeza y reglas generales que implique la gobernabilidad 
de las comunidades indígenas. Recordemos como se explicó en el apartado 
correspondiente de este dictamen, que la inserción constitucional de un derecho es la 
manera en que se puede heredar a las generaciones futuras los derechos reconocidos 
en una determinada época, perspectiva que fue legada por el constituyente de 1917 al 
implementar el actual sistema político que hoy tenemos. 
TERCERO. Las características del organismo autónomo electoral del Estado de 
Michoacán que en este trabajo quedaron manifiestas en su respectivo apartado, de lo 
cual concluimos que la finalidad de la función electoral es permitir a través de las 
facultades conferidas por la Constitución Local, como aquella responsable de la 
organización y los preparativos para llevar a cabo las respectivas jornadas electorales y 
lo que conlleve la realización de las mismas. Este organismo no puede contravenir o 
actuar más allá del alcance que la misma Ley Fundamental Estatal le permita o le tenga 
permitido. Cualquier actividad más allá de sus facultades expresamente señaladas por 
la Constitución y sus respectiva reglamentación provoca una alteración de la formula de 
la división de poderes consagrada en la Constitución Local.  
Otro punto que conviene a aclarar, es la imposibilidad del Instituto Electoral de 
Michoacano de dar una interpretación de la normatividad electoral o de los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos celebrados por el Estado Mexicano, 
ya que esa función solo es permitida a la función jurisdiccional, es decir a los tribunales 
especializados en la materia, en el ámbito local y federal respectivamente. Sería otra 
sería invasión de las facultades conferidas constitucionalmente a cada poder u 
organismo autónomo constitucional.  
CUARTO. Otro punto a aclarar , es que la actividad del Instituto Electoral Michoacano, 
NO ES VIOLATORIA DE DERECHOS HUMANOS, ya que dentro de las funciones 
conferidas constitucionalmente en los ámbitos federales y locales respectivamente, NO 
se vulnera ningún derecho político-electoral de los ciudadanos , ya que la autoridad 
electoral en ningún momento lesiona la esfera de los gobernados o desconoce los 
alcances de la misma, SI NO QUE NO POSEE LA FACULTAD SOBERANA, 
RESERVADA EXCLUSIVAMENTE AL CONGRESO LOCAL de imponer una modalidad 
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de organización política ajena a la reconocida por la Constitución Local, la cual es 
emulada de la Constitución Federal.  
Desde la óptica del derecho comparado constitucional de los estados, contenida en 
este dictamen, en el Estado de Oaxaca existe una manifestación expresa por parte de 
la soberanía estatal de implantar paralelamente la modalidad de sistema de partidos y 
de usos y costumbres, misma que es excluyente para cada comunidad que decida 
gobernarse por atendiendo a una institución política en particular, atendiendo a su 
facultad de auto-gobierno, reconocida y elevada a rango constitucional la Constitución 
Oaxaqueña.  
Las facultades conferidas a las autoridades electorales oaxaqueñas, para implementar, 
asesorar e incluso la implementación de una jurisdicción indígena son producto de una 
reforma constitucional, no de una decisión de una autoridad del ámbito jurisdiccional o 
electoral respectivamente como erróneamente se plantea para el estado de Michoacán.  
QUINTO. La ÚNICA manera en que podría implementarse la modalidad de usos y 
costumbres en el Estado de Michoacán, sería mediante una reforma constitucional que 
adicionara a dicha Ley Fundamental, los parámetros constitucionales además de la 
ingeniería constitucional, para modificar al sistema de partidos que actualmente está 
contemplado en la Constitución Local. Como se argumentó en el presente dictamen, la 
Constitución regula la vida política de la localidad, y la adecuación de la realidad social 
al ámbito constitucional es materia de la reforma constitucional exclusivamente.  
SEXTO. La autoridad Jurisdiccional ya sea del ámbito local como el federal NO tiene las 
facultades otorgadas por sus respectivas Leyes Fundamentales, para imponer formas 
de organización política ajenas a lo establecido en la Constitución Local y Federal 
respectivamente, esta facultad sólo es reservada a el Congreso Local. Ni la 
interpretación de los tratados internacionales permite que la autoridad jurisdiccional 
pueda implementar una forma de organización política, argumentar lo anterior, es 
desconocer las facultades soberanas del estado de Michoacán, dotadas por la 
Constitución Federal, la cual permite al Estado elegir la forma de organización política 
más conveniente al interior, y como en el caso oaxaqueño, en base a esta facultad, la 
soberanía estatal pudo implementar la modalidad de usos y costumbres.  
SEPTIMO. La alteración del sistema político implica una adecuación de la realidad 
social, que debe ser plasmada en la Constitución del Estado de Michoacán, esto es 
replantear el diseño original de la misma, contemplando los alcances de las nuevas 
adiciones constitucionales y sus consecuencias en la sociedad. La reforma 
constitucional es una de las instituciones que permiten adecuar la realidad social, 
reconocer luchas sociales e implementar nuevas perspectivas jurídico-sociales de cómo 
un pueblo lleva a cabo su gobierno. En materia de reforma constitucional, la 
constitución debe ser considerada como una obra en constante perfeccionamiento, ya 
que la realidad social no es estática, esto permite llegar a consensos generales en 
donde la lógica de las mayorías y minorías puedan consensar sus perspectivas 
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buscando el bienestar social y la dignidad humana como premisas de la actividad 
estatal. 
OCTAVO. Los pueblos originarios o indígenas, son reconocidos por el Estado Mexicano 
como sujetos de derecho, con una cultura y cosmovisión propias, además de reconocer 
la manera en que ellos ancestralmente han establecido sus forma de gobierno, pero 
incluso esta forma de gobierno tiene que coincidir con los principios y valores emanados 
de la Constitución Federal, como en el caso oaxaqueños en donde la reelección y la 
duración del cargo se empata con lo estipulado en la Ley Fundamental.  
NOVENO. La autodeterminación de los pueblos originarios, no implica la salida del 
marco constitucional-legal de una comunidad, sino que se busca integrar a la estipulada 
en el pacto federal, reconociendo y fomentado políticas públicas enfocadas a propiciar 
las mejores condiciones, un ejemplo de ello es la implementación de una jurisdicción 
indígena como en los estados de Oaxaca y San Luis Potosí…” 

 
NOVENO. Que el día 26 veintiséis de agosto de 2011 dos mil once, la Comunidad 
Indígena de Cherán, acercó una solicitud acompañada por 103 hojas que contenían 
1942 firmas y 217 nombres sin asentar la firma en el apartado destinado para ello. 
 
Que de la lectura del escrito se desprende que piden que en Cherán, cabecera 
municipal y la Comunidad Indígena P’urhepecha de Michoacán sea respetado el 
derecho a decidir y elegir el nombramiento de sus autoridades en ese municipio como 
un derecho histórico, que les asiste por la existencia de su pueblo. 
 
Que apoyaron esa solicitud, en su reconocimiento como parte del pueblo p’urhepecha 
que ampara el Título Virreynal del año 1540 que marca la existencia a un derecho 
propio como comunidad de disposición de su territorio y recursos naturales que la 
contienen y, sobre esa base se llega a la figura del municipio en el año de 1861; 
explicando que la comunidad de Cherán y de Santa Cruz Tanaco como tenencia, tenía 
alrededor de 70 setenta años y, enseguida hacen una reseña de los problemas de 
inseguridad y de explotación inmoderada de sus bosques que se venía presentando 
desde hacía tres años y relatan que a raíz de los eventos ocurridos el 15 quince de abril 
de 2011 dos mil once, se decidió nombrar una comunidad que organizará y coordinara 
las gestiones de los temas de seguridad, justicia y reconstitución integral de la 
comunidad; y, se señala que se rescató el ejercicio la ronda tradicional de vigilancia y 
seguridad de la comunidad, a fin de proteger la integridad física y social de toda la 
comunidad. 
 
Lo anterior lo apoyan en el contenido de los artículos 2° y 133  de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; el Convenio 169 de la OIT, en sus preceptos 
1°, 2°, 8°, 13; la Declaración de las Naciones Unid as sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, en los numerales 3°, 7°, 26.3, 33 y 34. 
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DÉCIMO. Que el 31 treinta y uno de agosto de 2011 dos mil once, los integrantes de la 
Coordinación General del Movimiento de Lucha de la Comunidad Indígena de San 
Francisco, Cherán, Michoacán; presentaron en la Presidencia del Instituto Electoral de 
Michoacán 24 veinticuatro hojas que contienen 470 cuatrocientas setenta firmas y 46 
nombres sin asentar la firma en el apartado destinado para ello. 
 
Dentro de dichas páginas se localiza un documento del que se desprende que a las 
18:00 dieciocho horas del día 24 veinticuatro de agosto de 2011 dos mil once, se 
reunieron en el lugar de costumbre en el Barrio 2°,   de la Comunidad de Cherán, 
cabecera municipal, para celebrar asamblea para decidir el nombramiento de sus 
autoridades en la cabecera municipal y comunidad de Cherán de acuerdo al derecho 
histórico; así, una vez instalada la asamblea se informó y se analizó la situación, por lo 
que se llegó al acuerdo de girar solicitud al IEM para que respete y respalde el acuerdo 
de nombramiento de sus autoridades en base al derecho indígena o usos y costumbres 
de la comunidad. 
 
Así, con esos elementos se procede a dar respuesta, a fin de no vulnerar su derecho de 
petición, contenido en el artículo 8° de la Constit ución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en base a los siguientes: 

 
CONSIDERANDOS 

 
PRIMERO. Que por disposición del artículo 113, fracción XXXIII, del Código Electoral 
del Estado de Michoacán, el Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, 
tiene, entre otras atribuciones, la de desahogar las dudas que se presenten sobre la 
aplicación e interpretación del código y resolver los casos no previstos en el mismo. 
 
SEGUNDO. Que los pueblos indígenas gozan de los derechos contenidos en el artículo 
2° de la Constitución Política de los Estados Unido s Mexicanos y en los tratados 
internacionales, como lo dispone el diverso 1° de e se ordenamiento legal toda vez que 
no deben estar sometidos a ninguna forma de discriminación, deben tener la capacidad 
para participar plenamente en la vida pública, y a mantener sus identidades, lenguas y 
modos de vida distintos. 
 
En ese contexto jurídico encontramos el derecho de las comunidades indígenas a la 
libre determinación, dentro del cual se ubica a los derechos políticos; lo cual se explica 
a partir de que, esa prerrogativa se traduce en la facultad de ejercer su 
autodeterminación al interior de los estados es decir, su autonomía. 
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 Ésta consiste, en el aspecto interno, en ejercer libremente sus formas de gobierno 
interno y acceder a las tomas de decisiones de su autogobierno; y, en el ámbito 
externo, participar libremente en las formas de gobierno en sus entidades federativas y 
en la toma de decisiones en ese nivel; a más de que, se hace énfasis en la necesidad 
de tener en cuenta la contribución valiosa de las mujeres indígenas. 
 
Sobre ello, en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, se dispone en el artículo 3 que: 
 
 “Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese 
derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural.”  
 
Lo cual encuentra soporte en el artículo 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y en el 1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; así como en el  Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes (Núm. 169), en sus artículos 2 y 3. 
 
Así, en ese tenor el derecho a la autodeterminación puede expresarse por medio de1: 
 
• Autonomía o autogobierno en cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y 
locales, así como medios de financiar sus funciones autónomas. En otros casos, los 
pueblos indígenas buscan las condiciones para la autogestión. 
 
• Respeto por el principio de consentimiento libre, previo e informado. Este principio 
implica que exista una ausencia de coacción, intimidación o manipulación, que el 
consentimiento haya sido buscado con suficiente antelación a cualquier autorización o 
inicio de actividades, que se muestre respeto por los requisitos de tiempo de los 
procesos indígenas de consulta/consenso y que se suministre información plena y 
comprensible con respecto al impacto probable, participación plena y efectiva de los 
pueblos indígenas en cada etapa de cualquier acción que pueda afectarles directa o 
indirectamente. La participación de los pueblos indígenas puede ser a través de sus 
autoridades tradicionales o de una organización representativa. Esta participación 
también puede tomar la forma de co-gestión. 
 
• Consulta con los pueblos indígenas involucrados antes de cualquier acción que pueda 
afectarles, directa o indirectamente. La consulta asegura que sus preocupaciones e 
intereses sean compatibles con los objetivos de la actividad o acción prevista. 
 

                                                           
1 Según se explica en las Directrices sobre los Asuntos de los Pueblos Indígenas, de febrero de 2008, de la ONU. 
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• Reconocimiento formal de las instituciones tradicionales, sistemas internos de justicia 
y resolución de conflictos, y modos de organización sociopolítica. 
 
• Reconocimiento del derecho de los pueblos indígenas de definir y perseguir 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. 
 
Entonces, es claro que el artículo 2, inciso A, fracciones I, III  y VII de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga el derecho a los pueblos indígenas a 
la libre determinación que se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que 
asegure la unidad nacional y, se reconoce su autonomía para decidir su forma interna 
de convivencia y organización social, económica, política y cultural; así como de 
acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales elegir a sus autoridades 
o representantes para el ejercicio de sus formas de gobierno interno y tener 
representación en los ayuntamientos. 
 
De esa manera, el estado mexicano se obliga a reconocer la integridad de la 
organización política de los pueblos indígenas a través del respeto a la forma de 
elección de sus autoridades y a las formas de gobernarse a sí mismo; con lo cual se 
entiende que serán los estados los que decidirán, en el marco constitucional vigente, el 
nivel de gobierno que tendrán las autoridades indígenas. 
 
Sobre ello la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que ese 
reconocimiento no implica su independencia política ni su soberanía, sino sólo la 
posibilidad de elegir libremente su situación dentro del estado mexicano, que no 
conduce a su disolución, sino al reconocimiento de un derecho fundamental de los 
pueblos para determinar su suerte, siempre y cuando se preserve la unidad nacional; 
como se lee en la tesis de rubro “DERECHO A LA LIBRE DETERMINACIÓN DE LOS 
PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. SU LÍMITE CONSTITUCIONAL” 2 
 
Por tanto, los pueblos indígenas deberán ajustar sus normas al sistema jurídico, a fin de 
ser coherente y armónico, sin que ello conlleve a la destrucción de su cosmovisión; 
según se esquematiza en la siguiente tabla: 
 

Artículo 2°, 
párrafo quinto, de 
la Constitución 
Política de los 
Estados Unidos 
Mexicanos  

Convención 
Internacional del 
Trabajo (Núm. 
107) 

Convenio sobre 
Pueblos Indígenas 
y Tribales en 
Países 
Independientes 
(Núm. 169 

Declaración de las 
Naciones Unidas 
sobre los 
Derechos de los 
Pueblos Indígenas 

                                                           
2 Localizado con el registro número 165288, en la Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXXI, febrero de 2010, página 114, con el 
número 1ª XVI/2010, Novena Época. Amparo directo 3/2009. Alejandro Paredes Reyes y otros. 21 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
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El derecho de lo s 
pueblos 
indígenas a la 
libre 
determinación se 
ejercerá en un 
marco 
constitucional de 
autonomía que 
asegure la unidad 
nacional. El 
reconocimiento 
de los pueblos y 
comunidades 
indígenas se hará 
en las 
constituciones y 
leyes de las 
entidades 
federativas, las 
que deberán 
tomar en cuenta, 
además de los 
principios 
generales 
establecidos en 
los párrafos 
anteriores de 
este artículo, 
criterios 
etnolingüísticos y 
de asentamiento 
físico. 
 

7.2. Dichas 
poblaciones 
podrán mantener 
sus propias 
costumbres o 
instituciones 
cuando éstas no 
sean 
incompatibles con 
el ordenamiento 
jurídico nacional o 
los objetivos de los 
programas de 
integración. 
 

Artículo 8.2. 
Dichos pueblos 
deberán tener el 
derecho de 
conservar sus 
costumbres e 
instituciones 
propias, siempre 
que éstas no sean 
incompatibles con 
los derechos 
fundamentales 
definidos por el 
sistema jurídico 
nacional ni con los 
derechos humanos 
internacionalmente 
reconocidos. 
Siempre que sea 
necesario, 
deberán 
establecerse 
procedimientos 
para solucionar los 
conflictos que 
puedan surgir en 
la aplicación de 
este principio. 
 

Artículo 3 
Los pueblos 
indígenas tienen 
derecho a la libre 
determinación. 
En virtud de ese 
derecho 
determinan 
libremente su 
condición política y 
persiguen 
libremente su 
desarrollo 
económico, social 
y cultural. 
 
Artículo 34 
Los pueblos 
indígenas tienen 
derecho a 
promover, 
desarrollar y 
mantener sus 
estructuras 
institucionales y 
sus propias 
costumbres, 
espiritualidad, 
tradiciones, 
procedimientos, 
prácticas y, 
cuando existan, 
costumbres o 
sistemas jurídicos, 
de conformidad 
con las normas 
internacionales de 
derechos 
humanos. 
 

 
Entonces, los derechos políticos de los pueblos indígenas con base, en esas 
disposiciones nacionales e internacionales, tendrán que desarrollarse en las 
legislaciones de cada entidad, señalando el nivel de gobierno y los términos de la 
elección de sus representantes en los municipios ya establecidos; dentro de esas 
directrices deberán comprender, como lo ha sostenidos el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, a lo largo de sus resoluciones dictadas en los expedientes 
SUP-JDC-11/2007, SUP-JDC-2568/2007, SUP-JADC-2569/2007, SUP-JDC-2542/2007, 



 

       

 

 

 
                                                                                                                                                          INSTITUTO ELECTORAL 

                                                                                                                                                                                  DE 

                                                                                                                                                                                                                                            MICHOACÁN 

 

ACUERDO No. CG-38/2011 
 

 

12 
 

SUP-JDC-54/2008, SUP-REC-2/20113, entre otros, que el derecho al voto debe ser 
universal y secreto para que el uso y costumbre de la comunidad indígena sea válido; 
que sería razonable limitar el voto pasivo a 25 años cumplidos para ser candidato a 
presidente municipal; fomentar la participación política de las mujeres; que se 
reconozca la calidad indígena a cualquier persona que viva en la comunidad y acepte la 
forma de vida llevaba a cabo por la colectividad indígena; que la suplencia de la queja 
debe ampliarse cuando se trata de individuos pertenecientes a una comunidad 
indígena; que no se deben establecer obstáculos innecesarios para que las personas 
de los pueblos indígenas ejerzan sus derechos político-electorales; que en caso de 
conflictos derivados de las elecciones, los órganos administrativos deberán promover la 
conciliación entre las partes antes de acudir a la jurisdicción de los tribunales y, que los 
pueblos indígenas deberán ajustar sus normas al sistema jurídico, a fin de ser 
coherente y armónico, sin que ello implique la homogenización de las normas; sólo así, 
dentro de esa marco jurídico que enuncia el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, los usos y costumbres serán reconocidos, siempre y cuando no vulneren 
derechos fundamentales. 
 
TERCERO. Que no basta que se tenga un derecho consignado en el orden jurídico, si 
no que se hace necesario contar con los mecanismos para su ejercicio y con 
autoridades competentes ante las cuáles se hará efectivo.  
 
Que el Instituto Electoral de Michoacán, por disposición de los numerales 116, fracción 
IV, incisos b), c) e l) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 98 de 
la Constitución Política del Estado de Michoacán, 100 y 101 del Código Electoral local, 
disponen que el Estado, los ciudadanos y los partidos políticos son corresponsables en 
la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral. 
 
Que el Instituto tiene como fines, entre otros, contribuir al desarrollo de la vida 
democrática y velar por la autenticidad y efectividad del  sufragio, como lo previene el 
artículo 102, fracciones I, y V, del referido código. 
 
Que los numerales 111 y 113, fracciones I, III, XXIV y XXV, del código invocado, 
establecen que el Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, en su calidad 
de órgano superior de dirección, es el responsable de vigilar el cumplimiento de las 
disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como velar que los 
principios electorales guíen las actividades de los órganos que lo conforman. 
 

                                                           
3 Se destaca que de la búsqueda que se hizo en los diversos criterios de la Sala Superior del Poder Judicial de la Federación, se apreció que en la 
mayoría de los casos se resolvieron asuntos del estado de Oaxaca, en donde las elecciones tradicionales se encuentran reguladas desde la 
constitución local. 
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Así, es el responsable de la función estatal de organizar las elecciones, debiendo 
sujetar sus actividades a los principios de certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad, 
independencia, equidad y profesionalismo; por tanto, al ser un órgano de legalidad, 
carece de facultades para aplicar el control de convencionalidad, a que refiere el 
artículo 1° de la Constitución Política de los Esta dos Unidos Mexicanos; es decir aplicar 
tratados internacionales, en los términos que lo proponen los peticionarios; 
expliquemos: 
 
La función estatal a la que aludimos y que es encomendada al Instituto debe ser 
entendida como una actividad primordial del estado para la organización y realización 
de las elecciones como un mecanismo de integración de los órganos representativos de 
los poderes ejecutivo, legislativo y los ayuntamientos; lo que se traduce en una función 
pública, al tener como finalidad determinar los consensos expresados por los 
ciudadanos en las urnas y que sirven para integrar los referidos poderes; de ahí que, el 
organismo electoral debe sujetarse a lo que el ordenamiento jurídico le determine para 
la realización de las actividades que le son encomendadas. 
 
Entonces, esa función se rige, entre otros, por el principio de certeza, que obliga a la 
autoridad a tomar sus decisiones con base en elementos verificables, corroborables  y, 
por ello inobjetables; en otras palabras, debe ser entendido  como las condiciones 
mediante las cuales los participantes en el proceso electoral tienen el conocimiento de 
las reglas de organización de la elección, así como sus resultados son seguros y claros; 
esto es, confiables, transparentes y verificables; como así se ha sostenido en la 
jurisprudencia de rubro “FUNCIÓN ELECTORAL A CARGO DE LAS AUTORIDADES 
ELECTORALES. PRINCIPIOS RECTORES DE SU EJERCICIO.”4 
 
Así, el principio de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades 
locales de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan 
previamente con claridad y seguridad las reglas a que su propia actuación y la de las 
autoridades electorales están sujetas; así, estamos en presencia del sometimiento de 
las autoridades administrativas al principio de legalidad, que obliga a que la autoridad 
electoral se apegue al marco jurídico vigente, federal o local; como así lo sostiene la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación dentro de ese mismo criterio jurisprudencial, al 
señalar que nos encontramos en presencia de una garantía formal para que los 
ciudadanos y las autoridades electorales actúen en estricto apego a las disposiciones 
consignadas en la ley, de tal manera que no se emitan o desplieguen conductas  
caprichosas o arbitrarias al margen del texto normativo; luego; por mandato 
constitucional los actos y resoluciones del Instituto deben ser encaminados a que se 
tutele el principio de legalidad. 
                                                           
4 Con número de registro 176707, localizada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXII, noviembre de 2005, página 111, 
número P./J.144/2005, Constitucional, Novena Época. 
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Que la referencia hecha por el artículo 1° de la Co nstitución Política de los Estados 
Unidos Mexicano a los derechos humanos contenidos en tratados internacionales, lleva 
implícito un auténtico control de convencionalidad, que es el mecanismo  llevado a cabo 
por las autoridades que la norma establece como competentes, haciendo una 
comparación entre el derecho local y el supranacional, a fin de velar por el efecto útil de 
los instrumentos internacionales, sea que surja de los tratados, del ius cogens o de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Que, en consecuencia al ser el Instituto Electoral de Michoacán un órgano de legalidad, 
no tiene facultades para ejercer ese tipo de controles constitucionales, según se 
desglosa de los artículos 116, fracción IV, incisos b) y c), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 98 de la Constitución Política del Estado de Michoacán; 
101, 111 y  113 del Código Electoral del Estado de Michoacán, en donde se señalan las 
atribuciones de este órgano electoral y, que fueron previstas atendiendo a la naturaleza 
y características que deben de poseer las autoridades electorales, en cuanto son 
responsables del desarrollo de un proceso electoral confiable y transparente. 
 
CUARTO. Que el Instituto Electoral de Michoacán no tiene atribuciones para desaplicar 
una norma electoral, en este caso el Código Electoral del Estado de Michoacán, 
atendiendo a que es un órgano de legalidad. 
 
Así, la Sala Superior del Poder Judicial de la Federación, ha sostenido al resolver los 
asuntos identificados con los números  SUP-REC-18/2009,  SUP-REC-7/2010, SUP-
REC-18/2011 y ACUMULADO SUP-REC-19/2011, y SUP-REC-21/2011, que en el 
lenguaje común la no aplicación se identifica como un sinónimo de desaplicar, 
inobservar, dejar  de atender, dejar de tomar en consideración, algún aspecto que 
resulte relevante para el contexto en que se inserta. 
 
En ese orden de ideas la desaplicación de una determinada disposición jurídica, puede 
ocurrir de una manera expresa o implícita. En cuanto al primer aspecto, la desaplicación 
de una norma se da sin lugar a dudas, precisando el precepto cuyos efectos no se 
observarán en el caso particular y delimitando de manera clara los alcances de la citada 
desaplicación; lo cual fue aplicada por la Sala Superior, al resolver los juicios 
identificados con las claves SUP-JRC-494/2007 y SUP-JRC-496/2007, SUP-JRC-
105/2007 y SUP-JRC-107/2008, SUP-JDC-2766/2008 y SUP-JDC- 31/2009 a SUP-
JDC-37/2009. 
 
La desaplicación implícita, en cambio, ocurre cuando sin establecer que se desaplica un 
precepto, en los hechos, como consecuencia directa de las consideraciones que 
sustentan la decisión, se deja de observar el mismo, lo que conduce a que 
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materialmente se le sustraiga del orden jurídico vigente o se le prive de efectos para dar 
solución a un caso concreto controvertido. 
 
En otras palabras, cuando en la solución dada  no se entienda sin la privación de 
efectos de una determinada disposición jurídica, aunque expresamente no se precise 
ello, se debe concluir que se está en presencia de un acto de desaplicación material o 
implícita. 
 
Y, en ese supuesto, la desaplicación de una disposición jurídica en un acto o resolución 
vincula de manera necesaria e indisoluble con la materia de fondo de la controversia 
planteada. 
 
Por otra parte, de la vinculación de los artículos 99, fracción IX, párrafo 2, y 105, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende 
que es competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, realizar un 
control abstracto de leyes electorales a través de la acción de inconstitucionalidad que 
al efecto promuevan los sujetos legitimados para ello, determinándose que la 
declaración de invalidez de una norma que se estime contraria a la Carta Magna –la 
cual tiene efectos generales–, podrá determinarse siempre que la resolución atinente 
sea aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos de los Ministros. 
 
En efecto, ante el planteamiento de la inconstitucionalidad de una norma legal, es dable 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expulsarla del orden jurídico de constatar 
que es contraria a la Ley Fundamental, y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación podrá inaplicarla al caso concreto, mediante la revocación o modificación 
del acto o resolución de la autoridad, en que se actualiza el acto concreto de aplicación, 
a fin de reparar la afectación que en la esfera jurídica del actor, provoque la 
materialización de una consecuencia legal que es contraria al máximo ordenamiento.  
 
De esa manera, cuando a partir de un control abstracto se determina la invalidez de una 
norma legal por ser contraria a la Constitución, se produce una declaración con efectos 
generales, al traer por consecuencia su expulsión del sistema jurídico, a diferencia de lo 
que acontece en el control concreto, en el cual, la determinación sobre la 
inconstitucionalidad de un precepto legal, reduce sus efectos a la inaplicación de la 
norma, según se indicó, al acto concreto combatido, con el objeto de hacer cesar la 
violación al derecho del enjuiciante por medio de la sentencia que se dicte a su favor.  
 
Mientras que a las salas del Tribunal Electoral les corresponde ejercer un control 
concreto sobre actos de aplicación de normas electorales contrarias a la Constitución, 
en las que se hayan fundados los actos y resoluciones que se combatan a través de los 
respectivos medios de impugnación de su competencia; según se desprende de la 
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interpretación armónica de lo previsto en los artículos 41, Base VI y 99 de la 
Constitución Federal, en relación con el numeral 3, párrafo 2, incisos b), c) y d), de la 
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
 
Entonces, las salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al conocer 
y resolver los recursos de apelación y reconsideración, así como los juicios de 
inconformidad, para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano y 
de revisión constitucional electoral, pueden realizar el control constitucional bajo la 
condición de que los demandantes formulen planteamientos sobre la 
inconstitucionalidad de una norma, para el efecto de que una vez reconocido ese vicio, 
determine su inaplicabilidad única y exclusivamente para el caso en particular; por lo 
que, el efecto de su resolución  es relativo, al limitarse al caso concreto sobre el que 
verse el juicio.  
 
En tanto que a los tribunales locales sólo les corresponde ejercer el control de legalidad 
cuando se presente un conflicto normativo entre una disposición legal local y una 
constitucional de la respectiva entidad federativa, eso atendiendo al principio general 
del derecho de que ante la contradicción de normas generales debe atenderse a la de 
mayor jerarquía y, en caso de ser de igual jerarquía, se estará a lo mandado en la 
norma especial, en el entendido de que la solución al conflicto de normas, no significa, 
en manera alguna, que la norma legal quede excluida del sistema. 
 
Lo que se justifica a partir de que en un conflicto normativo de esa naturaleza, la 
autoridad local emite un acto concreto de aplicación y, ello se considera como un 
control de legalidad y no de constitucionalidad; como así lo ha sostenido la Sala 
Superior en la tesis VI/2004, de rubro “CONFLICTO ENTRE UNA DISPOSICIÓN 
LEGAL LOCAL Y LA CONSTITUCIÓN DE LA RESPECTIVA ENTIDAD FEDERATIVA. 
EN EL ÁMBITO NACIONAL, SU SOLUCIÓN CONSTITUYE CONTROL DE LA 
LEGALIDAD Y NO DE LA CONSTITUCIONALIDAD.”  
 
Entonces, es claro que por disposición constitucional el Instituto Electoral de 
Michoacán, a través del Consejo General, no está facultado para ejercer un control de 
constitucionalidad y, que traería como consecuencia la desaplicación del Código 
Electoral del Estado de Michoacán para aplicar tratados internacionales, en los términos 
que lo proponen los peticionarios. 
 
Por lo anteriormente fundado y motivado, este Consejo General emite el siguiente: 
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A C U E R D O :  
 
ÚNICO. El Instituto Electoral de Michoacán carece de atribuciones para resolver sobre 
la celebración de elecciones bajo el principio de los usos y costumbres en los términos 
que lo solicita la Comunidad Indígena de Cherán. 
 

 
T R A N S I T O R I O S: 

 
PRIMERO.-   El presente Acuerdo entrará en vigor a partir del día de su aprobación. 
 
TERCERO.- Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado 

de Michoacán de Ocampo y en la página de internet del Instituto Electoral 
de Michoacán.  

 
 
 
Así lo aprobó por unanimidad de votos, el Consejo General del Instituto Electoral de 
Michoacán, en Sesión Extraordinaria de fecha 09 de septiembre del año 2011, dos mil 
once. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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